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Rad. 680013110004-2020-00368-00 FILIACION EXTRAMATRIMONIAL.  
  
CONSTANCIA: Al Despacho de la señora Juez para proveer.  
 
Bucaramanga, 31 de agosto de 2022.  
 
 
ERIKA ANDREA ARIZA VASQUEZ 
Secretaria  

 
JUZGADO CUARTO DE FAMILIA 

Bucaramanga, treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 
La apoderada del extremo demandante solicita se de aplicación a lo establecido por el primer 
parágrafo del artículo 8º de la Ley 721 de 2001, señalaba lo siguiente:  
 

“Parágrafo 1.- En caso de renuencia de los interesados a la práctica de la prueba, el juez del 
conocimiento hará uso de todos los mecanismos contemplados por la ley para asegurar la 
comparecencia de las personas a las que se les debe realizar la prueba. Agotados todos estos 
mecanismos, si persiste la renuencia, el juez del conocimiento de oficio y sin más trámites 
mediante sentencia procederá a declarar la paternidad o maternidad que se le imputa.” 

 
En providencia STC6435-2019 el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria dijo:   

 
“6.2. Aunque el Código General del Proceso derogó algunos preceptos de la ley precitada (arts. 7º 
y 8º), las restantes disposiciones, entre ellas el artículo 1º, mantuvieron su vigencia. 
No podría pensarse tampoco que, en aplicación de la regla consagrada en el artículo 3º de la Ley 
153 de 1887 conforme a la cual “{e}stímase insubsistente una disposición legal por declaración 
expresa del legislador, o por incompatibilidad con disposiciones especiales posteriores, o por 
existir una ley nueva que regula íntegramente la materia a que la anterior disposición se 
refería”, a partir de la entrada en vigencia del estatuto procesal quedaron insubsistentes los 
preceptos de la Ley 721 de 2001, porque esa codificación no “regula íntegramente la materia” que 
es objeto de la preindicada ley; su artículo 1º no ha sido derogado expresamente, y el contenido 
de la disposición no es incompatible con el artículo 386 de la normatividad adjetiva, por lo que no 
se encuentra cumplido ninguno de los supuestos de derogación expresa o tácita de la norma. 
 
7. La aplicación del numeral 2º del artículo 386 citado en el presente asunto, comportó el sacrificio 
de las garantías superiores del menor hijo de la accionante, pues a pesar del mandato legal 
contenido en el artículo 1º de la Ley 721 de 2001, la autoridad judicial acogió la pretensión 
impugnatoria sin verificar la existencia o inexistencia del lazo sanguíneo con el reconociente ni 
establecer la verdadera paternidad.” 

 
En la sentencia citada la Corte concluyó:  

 
“El juez accionado desconoció el principio constitucional de prevalencia del derecho sustancial 
sobre el procedimental, porque ante la posibilidad de definir científicamente la paternidad con el 
examen de marcadores genéticos con ADN que decretó en el auto admisorio del proceso, le 
otorgó preeminencia al rito procesal y profirió sentencia, sin preocuparle si su decisión ofrecía 
una protección efectiva y cierta de los derechos fundamentales del menor E.H.MA.” 
 
(…) Ante la protuberante vulneración, procede la concesión del amparo, tal como fue ordenado 
por el a quo constitucional, pues en efecto, a la autoridad accionada le corresponde direccionar 
el trámite del proceso hacia el establecimiento de la progenitura, recurriendo a la prueba 
científica como medio de definición del más alto grado de probabilidad sobre la presencia del 
nexo filial discutido. 
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Además, dado que la sentencia debe fundarse en el pleno convencimiento del juez, lo que es 
conocido como el principio de la necesidad de la prueba, resulta necesario el recaudo de otros 

medios probatorios, los cuales deben valorarse en forma conjunta con la científica.” (Negrilla y 
subrayado del Despacho)  
 

En el caso que nos ocupa, teniendo en cuenta el criterio jurisprudencial antes referido, y 
reconociendo la “prueba científica como medio de definición del más alto grado de 
probabilidad sobre la presencia del nexo filial discutido”, considera el Despacho procedente 
agotar los mecanismos que conduzcan a la realización de la prueba en comento y para ello, 
como quiera que de la consulta en el sistema de información del ADRES, aparecen los 
siguientes datos:  

 
 
Por lo que se dispone oficiar a la EPS SURAMERICANA S.A, a fin de que informe la dirección 
que allí tiene registrada el señor CARLOS ANDRES GARNICA quien se identifica con la. C.C. 
91.518.886.  
 
Líbrese la comunicación correspondiente con las advertencias señaladas en el artículo 11 de la 
Ley 2213 de 2022. 
 
Una vez se cuente con la anterior información, se dispondrá la toma de muestras para la 
práctica de la prueba de ADN a realizarse con la niña, su progenitora y el demandado CARLOS 
ANDRES GARNICA, de quien se ordenará sea conducido por personal de la Policía Nacional 
para que cumpla con la diligencia requerida.    
 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE,  

 
 
 
 
 

JUZGADO CUARTO DE FAMILIA 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

Hoy 1 de septiembre de 2022 a las 8:00 a.m. y bajo el No. 098 se anota 

en estados el auto anterior para notificarlo a las partes. 

Secretaria __________________________ 

ERIKA ANDREA ARIZA VASQUEZ 

 


